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Injusticia ambiental y precaución 
Massachusetts (probablemente el estado más liberal de la Unión) vierte 10 veces más contaminación en las comunidades con gente de color y bajos ingresos que en el resto de las comunidades de clase media y población blanca. Sin duda alguna, hay estados en peor situación que ésta pero, así y todo, en Massachusetts la injusticia es indignante y descarada. La situación pide a gritos soluciones reales: unas políticas anti-discriminación basadas en la justicia y una simple ética de “no le hagas a otros lo que no quieres que te hagan a ti” –pero enseñando los dientes- más unas políticas ambientales basadas en la precaución.
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INJUSTICIA AMBIENTAL Y PRECAUCIÓN
Por Tim Montague

Sabemos por la literatura creciente sobre los determinantes sociales de la salud que nuestra salud depende de muchos factores además de la dieta y el ejercicio, incluyendo el nivel de ingresos y estatus social, las redes de ayuda social, la educación y el nivel de alfabetización, las condiciones de trabajo/empleo, el ambiente social, el ambiente físico y otros. La Organización Mundial de la Salud pone este ejemplo: “Si usted toma el metro en la zona metropolitana de Washington, D.C., en dirección a los suburbios en Maryland, la esperanza de vida es de 57 años cuando comienza el viaje. Al final del viaje, es de 77 años. Esto significa que hay una brecha de 20 años en la esperanza de vida de la capital de la nación entre la población pobre y predominantemente afroamericana que vive en el centro, y la población más rica y predominantemente no afroamericana que vive en los suburbios [2].

La semana pasada, en el número 848 de DYS revisé el estado brutal de los asuntos en Massachusetts, donde los pobres y las comunidades de color (poblados donde más de 15% de sus residentes no son de raza blanca) están expuestos a niveles de contaminación industrial mucho más altos. En su estudio detallado de cómo los desechos peligrosos, los rellenos sanitarios y la contaminación industrial son vertidos de manera desproporcionada sobre los trabajadores pobres y las comunidades de color en Massachusetts, Daniel R. Faber y Eric J. Krieg concluyeron que es cuatro veces más peligroso ser pobre y veinte veces más peligroso vivir en una comunidad de color. Ellos afirmaron: “...si usted vive en una comunidad de color, es treinta y nueve veces más probable que viva en una de las comunidades más peligrosas de Massachusetts desde el punto de vista ambiental” [1, pág. 10]. Si juntamos esto con los otros determinantes sociales de la salud que predisponen a esas poblaciones a enfermarse, podemos ver que el impacto acumulado es profundo.

Las tácticas tradicionales de NIMBY (siglas en inglés para la expresión “not in my back yard” o “no en mi patio trasero”) ayudarán durante cierto tiempo a las comunidades y pueblos individuales. Pero lo que realmente se necesita, señalan Faber y Krieg, es algo ambicioso como “una estrategia más holística para alcanzar la justicia social y ambiental; una estrategia que involucre pasar de acciones reactivas a nivel local a enfoques más proactivos a nivel regional, hacia una planificación de las comunidades y un desarrollo económico. Para lograr esto se requiere superar las profundas fronteras raciales y étnicas, y colocar un puente en la brecha que divide a la población blanca de clase media que reside en los suburbios y la gente de color más pobre y a los blancos de la clase trabajadora que viven en las zonas urbanas deprimidas” [1, pág. 59].

La discriminación de todos los tipos –pero principalmente el racismo y el clasismo– da más poder a las corporaciones y a las agencias reguladoras gubernamentales (la cultura dominante) para verter contaminación sobre los menos poderosos (los trabajadores pobres y las comunidades de color). Pero aún corrigiendo este mal, y distribuyendo nuestra contaminación equitativamente entre todas las razas y clases sociales, tenemos todavía un problema enorme. En Massachusetts, entre 1990 y 2002, la industria “...vertió más de 204.3 millones de libras de desechos químicos directamente en el medio ambiente... una cantidad equivalente a más de 2,550 camiones con remolque cargados cada uno con 80,000 libras de desechos tóxicos” [2, pág. 5]. No importa cuán equitativamente distribuyamos nuestra contaminación; el número de niños que van a sufrir de cáncer, defectos al nacer, bajo peso al nacer, discapacidades del desarrollo, desórdenes del sistema inmune y una variedad de otras lesiones será inmenso [Véase el número 829 de DYS: “Por qué no podemos prevenir el cáncer”].

Para enfrentar la discriminación ambiental, Faber y Krieg sugieren soluciones políticas tales como: “Una ley para promover la justicia ambiental en la comunidad”, una ley propuesta que está en revisión en Massachusetts. La misma “...incluye medidas para mejorar la educación, notificación y participación de los residentes de la comunidad en la resolución a nivel estatal de los problemas ambientales” [1, pág. 54]. Ellos esbozan algunas prioridades de esta legislación, incluyendo:

(1) incrementar la participación y el alcance del público a través de programas de entrenamiento sobre la justicia ambiental (incluyendo el acceso a un mayor número de idiomas);

(2) reducir los riesgos escogiendo como objetivos el cumplimiento, la obediencia y la asistencia técnica a las poblaciones de justicia ambiental;

(3) hacer más eficientes los proyectos de reurbanización de sitios brownfield con la prioridad puesta en proyectos sensibles a la justicia ambiental; y

(4) promover un desarrollo más limpio con la estimulación de proyectos de desarrollo económico que incorporen tecnología de vanguardia para el control de la contaminación y alternativas a los químicos peligrosos [1, pág. 55].

Es bueno y necesario incrementar la sensibilidad y la prioridad del estado con respecto a las comunidades de justicia ambiental. Pero esto no va a resolver el problema de la contaminación, por lo cual Faber y Krieg continúan identificando “...una política más ‘productiva’ de justicia ambiental que se oriente a prevenir que los riesgos ambientales se produzcan en primer lugar. Un movimiento por la justicia ambiental tiene limitada eficacia si el resultado final es tener residentes contaminados en un grado igualmente peligroso, sin distinción de raza, color o clase social” [1, pág. 55, énfasis hecho por el autor de este artículo].

Y: “La transición a la producción limpia y al uso del principio de la precaución son componentes claves de una política de justicia ambiental más ‘productiva’. El principio de la precaución postula que si existe una fuerte probabilidad de daño (en vez de la certidumbre de daño científicamente probada) a la salud humana o al ambiente debido a una sustancia o actividad, se tomarán medidas de precaución [1, pág. 56, énfasis hecho por el autor de este artículo].

PRECAUCIÓN VS. Evaluación DE los RIESGOS

Faber y Krieg invocan el Principio de la Precaución para prevenir, en primer lugar, estas graves injusticias ambientales. Donde haya una sospecha razonable de daño, y la incertidumbre científica sobre causas y efectos, entonces tenemos la obligación de actuar para prevenir el daño. El Principio de la Precaución sugiere cinco acciones:

1) Establecer objetivos;

2) Estudiar todos los caminos razonables para lograr el objetivo, tratando de escoger el que implique la menor cantidad de daño;

3) Hacer caso a las advertencias anticipadas y hacer correcciones a mediano plazo;

4) Mover la carga de las pruebas; y

5) A lo largo del proceso de toma de decisiones, aceptar los conocimientos de aquellos que serán afectados por las decisiones, dándoles “voz” realmente en lo que será el resultado.

Estos objetivos son además compatibles con nuestros derechos humanos básicos, tal y como se expresa en la Declaración Universal de los Derechos Humanos de las Naciones Unidas de 1948 y en el código de la Constitución de Massachusetts: “...el público tiene el derecho al aire y agua limpios. Cuando cualquier ciudadano sea perjudicado involuntariamente por la exposición a contaminantes tóxicos industriales que se encuentren en el medio ambiente, se ha perpetrado una injusticia” [1, pág. 58].

Faber y Krieg señalan que: “Los enfoques estándar de las políticas ambientales en Massachusetts utilizan las evaluaciones de los riesgos para determinar los niveles ‘aceptables’ de exposición a los contaminantes industriales por parte del público, los cuales entonces son aplicados como un estándar general en la industria”. Esta idea de ‘la dilución es la solución” supone que la dispersión de la contaminación del medio ambiente lleva a ‘niveles seguros’ de exposición por parte del público. Pero es exactamente así cómo hemos creado un Massachusetts que está hoy en día vertiendo diez veces más contaminación sobre los pobres y la gente de color. “Más aún, los parámetros científicos de las pruebas para demostrar la amplia diversidad de impactos potenciales sobre la salud de un químico son muy difíciles de demostrar en forma concluyente. Más de 70 por ciento de los 3,000 químicos de alto volumen de producción (HPV, por sus siglas en inglés) producidos por la industria (los químicos HPV se producen en cantidades de un millón de libras o más al año) no ha sido sometido siquiera a la más simple prueba de salud y seguridad” [1, pág. 56; y véase “Más allá de la evaluación de los riesgos”, en el número 846 de DYS].

Ésta es la razón por la cual el enfoque de un químico a la vez sencillamente no funciona. Tenemos que considerar clases de químicos como los COP (contaminantes orgánicos persistentes). Y tenemos que colocar la carga de las pruebas sobre la industria –de modo que tenga algún incentivo para encontrar alternativas seguras. Massachusetts está dando algunos pasos con la proposición de una ley -similar a la Carta de Louisville– “Alternativas más seguras a los Químicos Tóxicos”. Explican Faber y Krieg: “Esta ley pretende crear un modelo para la sustitución gradual de los químicos tóxicos con alternativas más seguras. Inicialmente se enfoca en diez sustancias que se pueden reemplazar actualmente por alternativas más seguras y factibles. Este objetivo se logra examinando, a través de un cuidadoso proceso, todas las evidencias disponibles para identificar alternativas y procesos de fabricación más seguros que beneficiarán la salud de trabajadores, consumidores y niños, así como al medio ambiente y la economía. El programa propuesto estimularía la investigación y el desarrollo de nuevas tecnologías y soluciones cuando no es factible una alternativa más segura en ese momento. También crearía programas para ayudar a los trabajadores y las empresas en la transición a alternativas disponibles más seguras, con fondos provenientes de una cuota pagada por el uso de los químicos tóxicos” [1, págs. 56-5].

La pregunta es entonces ésta: ¿contamos con la voluntad política para recobrar nuestra democracia de las manos de quienes la empequeñecieron tanto que la ahogaron en una bañera?, como lo plantearía Grover Norquist. Faber y Krieg dicen que en los últimos años en Massachusetts “...el Departamento de Protección Ambiental (Department of Environmental Protection, DEP) y la Oficina Ejecutiva para Asuntos Ambientales (Executive Office for Environmental Affairs, EOEA), han sufrido reducciones devastadoras en el presupuesto y el personal. La capacidad del DEP y la EOEA para atender exitosamente los asuntos de la injusticia ambiental requerirá “...adecuados niveles de dinero, personal y otros recursos” [1, pág. 59].

Las políticas del principio de la precaución son claramente el camino a seguir adelante. Europa lo está haciendo con REACH, que podría ahorrar miles de millones al proveer beneficios en relación al medio ambiente y la salud. California ha adoptado el control integrado de plagas en las escuelas en Los Angeles y Emeryville, acuerdos de cero desechos en Oakland y de compras alternativas en San Francisco y Berkeley. Los textos de muchas de estas nuevas leyes están disponibles aquí y aquí. Podemos encontrar discusiones y debates más animados sobre la acción preventiva presente y futura en la Primera Conferencia Nacional sobre la Precaución, del 9 al 11 de junio de 2006 en Baltimore, Maryland –y esperamos verle allí.

[1] Daniel Faber y Eric Krieg, Unequal Exposure to Ecological Hazards 2005: Environmental Injustices in the Commonwealth of Massachusetts. Northeastern University, octubre de 2005. Disponible aquí.

[2] Michael Marmot, “What are the social determinants of health?,” U.N. Commission on Social Determinants of Health. 19 de febrero de 2006. Disponible aquí. Véase también “Salud y salud ambiental: Expandiendo el movimiento” en el número 843 de DYS, donde se discute sobre los determinantes sociales de la salud.
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(antes Salud y Medio Ambiente [Rachel’s Environment & Health News]) 

destaca las relaciones que existen entre los problemas que con frecuencia se consideran independientes o no se toman en consideración.

El mundo natural se está deteriorando y la salud del ser humano está decayendo debido a que quienes toman las decisiones importantes no son aquellos que resultan afectados. Nuestro objetivo es atar los cabos entre la salud humana, la destrucción de la naturaleza, el deterioro de la comunidad, el aumento de la inseguridad y la desigualdad económica, el aumento de la presión entre trabajadores y familias, el atroz legado del patriarcado, la intolerancia y la injusticia racial que nos permiten estar divididos y, por lo tanto, ser gobernados por unos cuantos.

En una democracia, no existen preguntas más fundamentales que: “¿quién decide?” 

y “¿de qué manera unos cuantos sí controlan a la mayoría y qué podemos hacer al respecto?”

Si usted se topa con alguna noticia que pudiera ayudar a que la gente ate cabos, por favor envíenos un correo electrónico a dhn@rachel.org.

Democracia y Salud se publica con la frecuencia necesaria para mantener a los lectores al corriente de los temas que aquí se tratan.
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